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			CAPÍTULO I

			ALCANCE DEL PRESENTE TRABAJO: LOS PROCESOS DE INTERNAMIENTO POR RAZÓN DE TRASTORNO PSÍQUICO

			SUMARIO: I. LOS INTERNAMIENTOS POR RAZÓN DE TRASTORNO PSÍQUICO. II. INTERNAMIENTOS QUE REQUIEREN INTERVENCIÓN JUDICIAL. III. LA INCAPACITACIÓN. IV. LA LEY 13/1983, LA INCAPACITACIÓN Y LOS INTERNAMIENTOS. V. LA INCONSTITUCIONALIDAD PARCIAL DE LA REGULACIÓN DE LA LEC EN MATERIA DE INTERNAMIENTOS: LA STC 132/2010. VI. LA VIOLACIÓN DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. VII. PROCESOS E INTERNAMIENTOS.

			I. LOS INTERNAMIENTOS POR RAZÓN DE TRASTORNO PSÍQUICO1


			Este trabajo se centra en el estudio de la tutela judicial de los internamientos por razón de trastorno psíquico, no en la incapacitación, en sus procedimientos o en sus aspectos psiquiátricos; sólo en los aspectos procesales del internamiento forzoso por razón de trastorno psíquico2.

			Tampoco entramos en si la medida de internamiento está hoy día justificada o no lo está. Con independencia de que pueda estar cuestionada, lo cierto es que tanto por razones médicas como por motivos asistenciales el internamiento forzoso de personas que sufren un trastorno psíquico en hospitales o en residencias es una realidad en la que los procesos basados en el artículo 763 de la LEC se plantean como una garantía frente a una posible arbitrariedad3. Plantear el estudio de estos procesos desde una perspectiva autónoma puede resultar algo extraño, sobre todo si tenemos en cuenta que todavía sigue estando bastante difundida la opinión según la cual los procedimientos relacionados con los internamientos no serían más que una especie de hijuela de los procedimientos relacionados con la capacidad de la personas. Ciertamente ambos procedimientos se encuentran íntimamente ligados, pero no menos cierto es que los procesos judiciales de internamiento tienen entidad suficiente, en la realidad diaria y en la ley, como para ser estudiados de manera autónoma, pudiendo existir con total independencia de los procedimientos que buscan la incapacitación de la personas4. No se quiere decir con esto que no exista ninguna relación entre unos y otros. Lo que se afirma es que los procesos en los que se centra el presente trabajo tienen un grado de autonomía lo suficientemente amplio como para merecer ser estudiados al margen de los procesos de incapacitación. Y esto es, precisamente, lo que pretendemos realizar en las páginas que siguen.

			La vinculación legal entre incapacitación e internamiento se basó en lustros pasados en una suposición que no es acertada. Según esta interpretación, todo sujeto que precisaba ser internado de forma no voluntaria se encontraría en una situación mental que requeriría igualmente su incapacitación. Supuestamente, aquellas personas que no estuvieran en condiciones mentales de decidir sobre su propio internamiento tampoco estarían en condiciones de tomar decisiones sobre otros temas relacionados con el gobierno de su persona o de su patrimonio y, en consecuencia, necesitarían igualmente ser incapacitadas. Frente a esta suposición, la realidad se ha impuesto de manera que hoy se ve con claridad cómo no todas las personas que requieren ser internadas tienen que ser obligatoria o necesariamente incapacitadas ni viceversa. La propia ley cambió su redacción de tal modo que desde hace años los internamientos ya no van dirigidos a los «presuntos incapaces», como ocurría con anterioridad, sino a quienes sufren trastornos psíquicos, recogiendo nuevas situaciones de la realidad social5. En la práctica, el consumo de drogas, ciertos comportamientos, como la anorexia, o simplemente algún suceso ocasional, como puede ser la ingesta accidental de setas alucinógenas, pueden llegar a ser motivo y justificación de los internamientos. Éstas situaciones se alejan de esa visión vulgar de la enfermedad mental como algo equivalente a la demencia6 o a la pérdida continuada de la razón7, que impide todo gobierno de la persona y que conlleva la incapacitación legal de quien la sufre. Hace pues muy bien la Ley de Enjuiciamiento Civil en referirse a estos casos como «trastornos psíquicos», recogiendo situaciones de enfermedad mental en el sentido tradicional o social de la expresión y abriendo al mismo tiempo el abanico de su amparo a otras que, por otra parte, tampoco exigen la incapacitación civil de quienes se encuentran sumidos en ellas.

			Frente a lo que podría pensarse, la razón de ser de estos procedimientos, los de internamiento forzoso, no se encuentra en la enfermedad mental. De hecho, a los fines del presente trabajo ni siquiera parece necesario lanzarnos a la aventura de establecer un concepto de enfermedad mental, adentrándonos para ello en el universo de las discusiones y debates tendentes a definir lo que esta sea; debates en los que podemos encontrar, incluso, posturas que niegan su existencia8. Y no lo es porque la clave, la llave que da acceso al control judicial de los internamientos por razón de trastorno psíquico, no la encontraremos ni en la posible enfermedad mental ni en el aparente trastorno como tales, sino en los riesgos que para la libertad y la dignidad del afectado puede implicar su internamiento.

			En este trabajo, el internamiento nos importa, pues, no como medida terapéutica en sí misma, sino por el hecho de que aplicar adecuadamente un tratamiento médico en determinados casos implica la privación de libertad de quien sufre el tratamiento. Nos hallamos, no ante procesos relacionados con el tratamiento médico de estos enfermos, a los que haremos mención cuando sea preciso del mismo modo que lo haremos con la incapacitación, sino ante procesos de protección de la libertad de las personas. La razón de ser de estos procedimientos está en el hecho de que el internamiento, cuando es forzoso y a puerta cerrada, supone la privación de un derecho fundamental: el derecho a la libertad. Ésta es la clave que explica y justifica la intervención judicial en estos supuestos y la existencia de un proceso específico para estas situaciones. El artículo 763, frente a lo que se ha dejado por escrito, no tiene como finalidad ordenar el internamiento de personas incapaces, con trastorno mental, o con necesidades asistenciales. El internamiento no es una medida «regulada» ni «establecida» por dicho artículo; es un control destinado a evitar que esos internamientos, que son defendidos desde otros ámbitos no procesales, en caso de hacerse contra o en ausencia de voluntad del afectado cumplen unos requisitos que son los previstos en los tratados internacionales y en nuestra propia Constitución dirigidos a salvaguardar el derecho a la libertad de las personas.

			II. INTERNAMIENTOS QUE REQUIEREN INTERVENCIÓN JUDICIAL

			Hay varios tipos de internamiento por razón de trastorno psíquico. No existe sólo un cauce de internamiento, hay varios, y no todos ellos se ven condicionados por el resultado de los trámites judiciales. Existen, de un lado, los conocidos como internamientos voluntarios y, de otro, los internamientos forzosos9. En los casos de internamiento voluntario es la propia persona con trastorno psíquico la que solicita o acepta su ingreso en una unidad de atención psiquiátrica. El internamiento voluntario se basa en una decisión libre y consciente. Es una decisión voluntaria ya que el sujeto, a pesar del trastorno que sufra, mantiene su capacidad para poder decidir. La característica de este tipo de ingresos reside tanto en la aceptación voluntaria del internamiento como en el hecho de que el sujeto puede salir de tal situación libremente cuando lo desee. Voluntariamente decide ingresar y voluntariamente decide poner fin a su internamiento, sin que pueda ser forzado a permanecer en tal situación, al menos, sin acudir a los trámites judiciales correspondientes. En estos casos de internamiento voluntario no se produce una privación forzosa de libertad del individuo. Los procedimientos a través de los cuales se tramitan estos internamientos no conllevan la necesidad de obtener una autorización judicial y siguen, lógicamente, los cauces legales generales y los protocolos establecidos para el común de los ingresos en centros hospitalarios o asistenciales.

			Distintos de los anteriores son los que se denominan habitualmente internamientos forzosos o involuntarios10. En estos supuestos, siempre desde el punto de vista jurídico, lo que se da es una situación de trastorno psíquico caracterizada por la ausencia de voluntad del internando. A su vez, dentro de estos internamientos involuntarios, hay que distinguir entre situaciones de urgencia y de no urgencia, dependiendo, obviamente, de la premura por la iniciación del tratamiento. Más aún, atendiendo a lo confusamente previsto en el artículo 760.1 de la LEC habría que preguntarse si hay un tercer procedimiento ligado al de incapacitación o si se trata simplemente de una acumulación de procesos11. En este caso estaríamos hablando de los internamientos que se producen al hilo de un proceso de incapacitación. Pues bien, es para todos estos internamientos involuntarios para los que de forma regular se prevén determinadas actuaciones en las que interviene (tiene que intervenir) un Juez dándoles su visto bueno. A diferencia de lo que ocurría con el internamiento voluntario, en los internamientos forzosos el que va a ser internado no se encuentra en condiciones de poder decidir o se opone abiertamente a la medida. En estos casos la intervención judicial es, más que otra cosa, una garantía de que el internamiento se hace conforme a Derecho. Como podrá deducirse con facilidad, es sobre estos internamientos no voluntarios sobre los que centramos nuestro estudio.

			III. LA INCAPACITACIÓN

			Una vez planteados, grosso modo, los internamientos involuntarios como objeto de nuestro trabajo, conviene alejarnos momentáneamente de su estudio y acercarnos a la incapacitación, como figura de derecho sustantivo. Dos artículos del Código Civil (en adelante CC) nos aproximan a ella. De una parte el artículo 199 establece que «nadie puede ser declarado incapaz sino por sentencia judicial en virtud de las causas establecidas en la Ley». Y el artículo 200 establece, de forma amplia, que «son causas de incapacitación las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impidan a la persona gobernarse por sí misma». La afirmación de que la incapacitación requiere la intervención judicial es ciertamente importante, pero mucho más lo es la referencia a los motivos que llevan a declararla y los efectos o medidas que conlleva su declaración. Según los preceptos mencionados, la incapacitación procede cuando una persona, por causas físicas o mentales persistentes, no puede gobernarse a sí misma. Esta afirmación inicial contiene dos elementos que son fundamentales. El primero es que la persona no pueda gobernarse a sí misma. El segundo es que esa falta de gobierno se prolongue en el tiempo como consecuencia de la enfermedad o de la limitación persistentes que padece. Lo esencial en todo esto no es que se padezca una enfermedad o un problema de tipo físico, sino que una u otro impidan el gobierno de la persona de forma prolongada en el tiempo.

			¿Qué consecuencias trae incapacitar a una persona? ¿Qué se persigue con la declaración de incapacitación? ¿Qué remedios se recogen en la Ley? Esencialmente, la resolución judicial que declara la incapacitación constituye al sujeto en estado civil de incapacitado y, puesto que es incapaz de gobernarse a sí mismo (art. 200 CC12), somete su persona y su patrimonio a un guardador legal, sea este un tutor (art. 222.2.º CC), sean sus propios padres o uno solo de ellos (art. 171 CC)13. «Cuando por enfermedad o deficiencia duraderas, sean físicas o psíquicas, una persona baja del nivel […] mínimo admisible para poder gobernarse por sí misma a tenor de su estado civil […], la ley establece en beneficio y protección del interesado, que se le reduzca o limite la capacidad general de obrar, rebajándosela respecto a la que correspondería al estado civil en que se halla […] ya que no es apto para poder usarla por sí solo»14. «La eficacia de la declaración de incapacitación se proyecta en la capacidad de obrar y en la situación jurídica del interesado. [...] No es insignificante el hecho de que la sentencia que declara la incapacitación de una persona sea una sentencia constitutiva. El Juez, en su sentencia, determina el tipo de incapacidad y los sistemas de guarda para suplirla: tutela, curatela (art. 215 CC), prórroga o rehabilitación de la patria potestad (art. 171 CC)»15. La incapacitación supone una restricción al libre desarrollo de la personalidad y del ejercicio de derechos, que afecta a los principios constitucionales de igualdad y libertad16; es, así pues, un estado civil de la persona que se constituye por sentencia judicial dictada en juicio contradictorio, fundada en causa legalmente prevista, y que tiene como efecto la limitación de la capacidad de obrar, y el sometimiento del incapaz a la custodia o a la asistencia de la patria potestad, de la tutela o de la curatela17. La declaración de incapacitación supone, en consecuencia, la limitación legal de los actos del declarado incapaz y el nombramiento de una persona que en su lugar tome las decisiones correspondientes.

			Resaltemos algo muy importante. El Código Civil, acertadamente, no contempla el internamiento como una consecuencia de la declaración de incapacitación. La solución que ofrece la Ley con la declaración de incapacitación, esencialmente, es nombrar a otra persona para que, en lugar del incapacitado, tome decisiones una vez limitada la validez de los actos de disposición del incapaz. Evidentemente, entre los fines hay que contemplar otros superiores e igualmente prácticos como lo puedan ser la defensa de la persona, de sus intereses, garantizar con todo ello sus derechos fundamentales. Pero a nosotros lo que nos importa es constatar que el internamiento no es una medida que se derive del estado de incapacitación. Sí lo son la tutela, la curatela, la guarda, etc., instituciones todas ellas con las que, en esencia, se pretende lo que hemos dicho: instituir a una persona que tome las decisiones en lugar del incapacitado. El internamiento, no.

			El internamiento es una medida que obedece a otro tipo de motivos. Tiene su razón de ser en el seguimiento de un tratamiento de carácter médico o asistencial de una persona; «podemos decir que es toda privación de libertad de un enfermo mental con fines terapéuticos que se localiza según la legislación actual en una unidad de agudos de un hospital general si estamos hablando de sanidad pública, y de una residencia y hospital normal si estamos centrados en la sanidad privada»18. La finalidad del internamiento puede tener un carácter terapéutico o asistencial, cosa que no sucede en la incapacitación. Supone el ingreso en un centro hospitalario o en una residencia, medida que no encontraremos entre las que el Código Civil establece para solucionar la situación del incapaz. Ni siquiera entre las medidas cautelares previstas en el artículo 762 de la Ley de Enjuiciamiento Civil para los supuestos de incapacitación aparece el internamiento19. Incapacitación e internamiento son conceptual y legalmente distintos20.

			Trasladado al ámbito procesal todo esto, se produce una consecuencia evidente: si lo que se pretende en una demanda es la incapacitación de una persona, la sentencia podrá establecer como medidas la guarda de la persona, su tutela, o alguna de esas otras figuras antes mencionadas. Planteada una demanda para incapacitar a una persona, lo que no puede otorgar el juzgador es autorización para un internamiento ya que en el Código Civil no se contempla tal consecuencia para la incapacitación.

			IV. LA LEY 13/1983, LA INCAPACITACIÓN Y LOS INTERNAMIENTOS21


			¿Pueden darse a la vez situaciones de incapacitación y de internamiento? Obviamente sí. No tiene nada de extraño. Desde el punto de vista legal es plenamente asumible que la persona que sufra una enfermedad o un trastorno psíquico de modo permanente deba ser tanto internada, incluso de modo involuntario y urgente, como incapacitada, procediéndose en consecuencia tanto al tratamiento médico de sus trastornos como a nombrar un tutor que defienda sus intereses ante su falta de capacidad. No sólo no es inusual, sino que puede ser absolutamente necesario. Ciertamente se trata de dos actuaciones distintas que pueden producirse al mismo tiempo, incluso provocadas por causas comunes, que tienen tratamientos diferenciados y soluciones diferentes en la ley: para lo relacionado con el gobierno personal y patrimonial, la tutela; para lo relativo al trastorno mental, el tratamiento médico o asistencial correspondiente. Sin embargo, desde principios de los años ochenta del pasado siglo se ha dado cierta confusión entre ambas figuras. De hecho durante algunas décadas llegó a entenderse legalmente que todo internamiento implicaba necesariamente la incapacitación de la persona, aunque no a la viceversa; o, lo que era peor aún, que para incapacitar a una persona el camino más rápido era proceder a su previo internamiento psiquiátrico. Lo cierto es que esta visión no ha desaparecido totalmente de nuestra sociedad, con lo que ello supone cuando es la opinión de los operadores jurídicos y forenses.

			Al margen de la importancia que tiene para la coexistencia de internamiento e incapacitación el hecho de que uno y otra sean dos medios de ayuda planteados desde dos ángulos diferentes para un estado único de la persona que padece un trastorno mental más o menos grave y duradero, desde un punto de vista normativo, no cabe duda de que la reforma producida por la Ley 13/1983, de 24 de octubre, que modificó el Código Civil en materia de tutela, fue la causa directa de esta con-fusión de conceptos, confusión que, como queda dicho, no termina de desaparecer del todo22. Hay que decir que los internamientos en «establecimientos psiquiátricos» habían venido siendo tramitados hasta el año mencionado conforme a las pautas establecidas por un Decreto de 3 de julio de 1931. Esta norma, que tenía por objeto «la asistencia a los enfermos mentales», ofrecía una visión y una regulación general del conjunto de los diferentes aspectos relacionados con su atención. Este Decreto, avanzado en su momento, pronto quedó superado por las circunstancias, por las limitaciones de medios materiales y por los avances en Psiquiatría23. Aprobada la Constitución de 1978, la reforma legislativa se convirtió en una necesidad urgente. Dicha reforma fue operada a través de la Ley 13/1983. Esa transformación se caracterizó, entre otros, por dos aspectos totalmente novedosos: el primero fue la aparición del control judicial previo del internamiento; el segundo, la ligazón forzosa entre internamiento e incapacitación.

			A los dos anteriores habría que añadir un tercer aspecto muy importante que conviene tener presente. Como hemos dicho, el Decreto de 1931 tenía por finalidad regular todo lo relativo a la asistencia a enfermos mentales. Era, por así decirlo, la norma general de asistencia psiquiátrica, de salud mental. La Ley 13/1983, en cambio, no tuvo por objeto regular la atención a los enfermos mentales. No. Se trataba de una norma que venía a modificar los preceptos que de la tutela se contenían en el Código Civil. Su disposición final derogó el Decreto de 1931 en su totalidad, y los trámites de internamientos regulados en él fueron sustituidos por los regulados en la Ley de 1983. Y ello a pesar de que ni uno solo de sus artículos tuvo por objeto la atención a los enfermos mentales, ni los establecimientos psiquiátricos, ni a nada que tuviera relación con unos y otros, excepción hecha de la tramitación de los internamientos. La Ley se centró en la reforma de la tutela y, de paso, al hilo de la misma, se redactaron algunos preceptos relativos, precisamente, al modo de realizar los internamientos. La situación tal vez hubiera sido distinta si su disposición final no hubiera derogado todo el decreto de 1931 y hubiera dejado a salvo los trámites de internamiento, pero no fue así. Habría sido ciertamente confusa y contradictoria, pero, al menos, habría cabido la posibilidad de presumir que la nueva regulación afectaba sólo a los «presuntos incapaces», que precisaban tanto la incapacitación como el internamiento. Conviene no olvidar esto y así evitar el posible error de creer que la Ley de 1983 vino a sustituir en su conjunto la normativa sobre salud mental, incluida la que regulaba los procedimientos de internamiento, recogida en el Decreto de 1931 tan reiteradamente mencionado. No fue así.

			La Ley 13/1983, de 24 de octubre, reformó los Títulos IX y X del Código Civil. Los artículos clave en la cuestión que nos ocupa fueron dos, el artículo 211 y, sobre todo, el artículo 203. En el artículo 211 se decía:

			El Juez, tras examinar a la persona y oír el dictamen de un facultativo por él designado, concederá o denegará la autorización y pondrá los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal, a los efectos prevenidos en el artículo 20324.

			Y, a su vez, en el artículo 203 establecía lo que sigue:

			Artículo 203. El Ministerio Fiscal deberá promover la declaración [de incapacitación] si las personas mencionadas en el artículo anterior no existen o no lo hubieran solicitado. A este fin, las autoridades y funcionarios públicos que, por razón de sus cargos, conocieran la existencia de posible causa de incapacitación en una persona, deberán ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal. El Juez competente, en los mismos casos, adoptará de oficio las medidas que estime necesarias, y pondrá el hecho en conocimiento del Ministerio Fiscal, quien deberá solicitar del Juez lo que proceda, dentro del plazo de quince días25.

			Quedaba muy claro que de acuerdo con la nueva regulación contenida en el Código Civil todo internado forzoso en establecimiento psiquiátrico se vería inmerso en un proceso de incapacitación, ya que, si los familiares no lo iniciaban, sería el Ministerio Fiscal el obligado a hacerlo, dando lugar algunas veces a situaciones realmente absurdas, todas ellas derivadas de esta confusión entre internamiento e incapacitación. Así, por ejemplo, pensemos en un sujeto que se viera en la situación de internado forzoso por el estado en que se encontraba tras haber consumido setas alucinógenas («presuntos incapaces», según el tenor literal del art. 211 redactado por la Ley 13/1983). Pues bien, siguiendo la ley, tras el internamiento esta persona se vería inmersa en un procedimiento de incapacitación, ya que, si los familiares mencionados no lo hacían por considerar que dicha medida estaba fuera de lugar, tendría que iniciarlo forzosamente el Ministerio Fiscal, salvo que, incumpliendo la Ley, decidiera no iniciar dichas tramitaciones al observar que la persona internada no reunía los requisitos necesarios para su incapacitación. Si, por el contrario, pese a ser plenamente consciente de la falta de necesidad de la misma, el Ministerio Fiscal, fiel seguidor del principio de legalidad, decidía iniciar el procedimiento de incapacitación, dando así cumplimiento a lo ordenado por los hoy derogados artículos 211 y 203, se tramitaba un procedimiento innecesario que a la postre concluía con una resolución en la que se establecía no haber lugar a la incapacitación de quien ya había sido internado y dado de alta tiempo atrás.

			Al margen de estas situaciones quedaban en el aire preguntas sin respuesta en la entonces nueva norma. Si el único trámite que existía para proceder a internar a una persona se limitaba legalmente a los «presuntos incapaces», ¿dónde se regulaban, cuáles eran los trámites que había que seguir para proceder a internar a los que evidentemente eran capaces? ¿Por los trámites de la jurisdicción voluntaria? ¿A través del antiguo procedimiento de menor cuantía, procedimiento que atraía hacia sí todos los asuntos carentes de trámites procesales específicos? Lo cierto es que desde 1983 internamiento forzoso e incapacitación aparecieron como figuras inseparables, habiéndose llegado en la práctica en algunos casos al extremo incalificable de utilizar el internamiento forzoso y urgente como medio espurio para iniciar un procedimiento de incapacitación26.

			Tal estado de cosas se vio parcialmente modificado por la reforma que se operó a través de la Ley Orgánica 1/1996, la cual, en su limitada y parcial modificación del artículo 211, introdujo una rectificación muy importante: el sujeto objeto de internamiento paso de ser el «presunto incapaz» a ser una persona «que no esté en condiciones de decidirlo [el internamiento] por sí, aunque esté sometida a la patria potestad»27. Habría que esperar a la aprobación y posterior entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil del año 2000 para encontrar una base sobre la que argumentar la existencia de procesos diferentes, de incapacitación y de internamiento, cada uno de ellos ligado a conceptos y a regulaciones jurídicas distintas. Y ello pese a que las disposiciones del artículo 203 y 211 del Código Civil han sido asumidas, casi literalmente, por los artículos 757.2 y 763.1.III de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

			V. LA INCONSTITUCIONALIDAD PARCIAL DE LA REGULACIÓN DE LA LEC EN MATERIA DE INTERNAMIENTOS: LA STC 132/2010

			Antes de continuar es preciso reflexionar sobre una cuestión realmente importante. El Boletín Oficial del Estado (BOE, en adelante) número 4, de 5 de enero de 2011, publicaba la STC 132/2010, de 2 de diciembre, declarando inconstitucionales algunos de los párrafos del artículo 763 de la LEC, párrafos clave en lo relativo a los internamientos y, en consecuencia, a nuestro trabajo. Dicha sentencia ha sido entendida vulgarmente en el sentido de que el artículo 763 ha sido declarado inconstitucional. Sin dejar de ser ello cierto nos interesa, y mucho, examinar el alcance de la mencionada resolución.

			La sentencia es fruto del procedimiento que se inicia como consecuencia de una cuestión de constitucionalidad promovida por el Juzgado de Primera Instancia número 8 de La Coruña. Según se recoge en el fundamento 1 de la sentencia, entiende el Juzgado mencionado que «de acuerdo con la doctrina establecida en la STC 129/1999, de 1 de julio, que el artículo 763.1, párrafos primero y segundo, de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de enjuiciamiento civil, en cuanto establece uno de los supuestos en que cabe privar a una persona de su libertad, debiera haber sido aprobado con el carácter de Ley orgánica…». En consecuencia, «ha de ser considerado inconstitucional por infringir los artículos 17.1 y 81.1 CE»28. En el fundamento 2 se recoge que «La duda de constitucionalidad planteada en este procedimiento por el Juzgado de Primera Instancia número 8 de A Coruña se refiere estrictamente a que el órgano judicial entiende que la norma cuestionada hubiera debido ser aprobada con el carácter de ley orgánica.» El Tribunal Constitucional admite el argumento, basándose en jurisprudencia anterior del propio Tribunal, haciendo la mención de que en sentencias anteriores no se había pronunciado sobre la necesidad de que la ley reguladora de estos procesos tuviera el carácter de orgánica por haberse impugnado aspectos puramente procedimentales29. En consecuencia, declara «la inconstitucionalidad de aquellos incisos de los párrafos primero y segundo del artículo 763.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, que posibilitan la decisión de internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico, pues, en tanto que constitutiva de una privación de libertad, esta medida sólo puede regularse mediante ley orgánica».

			Sin embargo, y pese a la declaración de inconstitucionalidad de varias frases del artículo 763, el Tribunal Constitucional establece en el fundamento jurídico 3 de la sentencia que «A esta declaración de inconstitucionalidad no debe anudarse en este caso la declaración de nulidad pues esta última crearía un vacío en el Ordenamiento jurídico no deseable, máxime no habiéndose cuestionado su contenido material. Por otra parte, como recordamos en la antes aludida Sentencia del día de hoy en la cuestión de inconstitucionalidad número 4511-1999 (FJ 4), la posibilidad de no vincular inconstitucionalidad y nulidad ha sido reconocida por nuestra jurisprudencia.» No se declaran inconstitucionales los contenidos del artículo 763, sino el hecho de que la LEC carezca del carácter orgánico, carencia esta que debe ser corregida por el legislador30. En consecuencia no se aprecian otros aspectos inconstitucionales, siendo, a pesar de esta carencia, aplicables todos los contenidos de fondo y de forma de este precepto a los procesos de internamiento por trastorno psíquico.

			VI. LA VIOLACIÓN DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

			La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo fueron aprobados el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Ambos son tratados internacionales que recogen los derechos de las personas con discapacidad, así como las obligaciones de los Estados Partes de promover, proteger y asegurar tales derechos31. En su artículo 14 se establece:

			1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás:

			a) Disfrutarán del derecho a la libertad y seguridad de su persona;

			b) No se verán privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que cualquier privación de libertad sea de conformidad con la ley, y que la existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso una privación de la libertad.

			Es el contenido de esa letra b) el que parece haber servido de base para solicitar la desaparición de los procesos de internamiento, aunque otros preceptos pueden servir al mismo propósito32. Al parecer la causa del internamiento se halla en la existencia de estos procedimientos judiciales33. Este planteamiento parte de un enfoque errado. No existen internamientos porque el ordenamiento establezca unos trámites que sirvan de cauce para autorizarlos, sino que, al contrario, existen trámites de internamiento porque desde otros ámbitos, fundamentalmente desde la Psiquiatría, se postula esta medida para solucionar los problemas derivados del trastorno psíquico. La razón de ser del proceso de internamientos es la existencia de esos internamientos. Si no existieran no habría necesidad de establecer unas garantías judiciales que velaran por la regularidad de los mismos. Si realmente lo que se pretende es que estos desaparezcan las energías a tal fin deben dirigirse no contra el instrumento que vela para que no se produzcan de forma «ilegal o arbitrariamente», como dice el propio párrafo b) que comentamos, sino contra la existencia de la medida en sí misma.

			El problema aquí está es saber qué se entiende por persona con discapacidad. O, si se prefiere, qué se entiende por discapacidad. La Convención no aclara qué deba entenderse por tal, reconociendo de hecho que se trata, no de un concepto cerrado, sino cambiante y, suponemos por consiguiente, difícil de precisar34. Indirectamente parece deducirse del conjunto del Preámbulo y del articulado que la discapacidad más bien se refiere a situaciones próximas a las llamadas minusvalías físicas y psíquicas y a las declaradas judicialmente de incapacitación que a los trastornos mentales que motivan los internamientos. Como también ocurre con la interpretación que requiere la Convención de Pequín sobre los Derechos del Niño, hay que tener en cuenta que esta Convención sobre las Personas con Discapacidad toma como base la situación de estas personas y el trato que reciben en todos los países, de modo que se contemplan situaciones muy diferentes y previsiones normativas que pretenden ser de aplicación general, más allá de las diferencias legales y sociales de cada país35.

			En cualquier caso debe quedar constancia de dos apreciaciones. La primera es que seguimos manteniendo que una cosa es la incapacitación y otra muy distinta el internamiento, con lo que debe quedar claro que la mera situación de incapacidad o la situación de incapacidad judicialmente declarada no implican necesariamente el internamiento de la persona. La segunda es que desde el punto de vista procesal no hay ningún interés ni a favor ni en contra de los internamientos. Esta es una buena ocasión para recordar el carácter instrumental del Derecho procesal. Si hay internamientos, esto es, si hay privaciones de libertad, tendrá que haber autorización judicial que permita la limitación de ese derecho fundamental. Si no hay internamientos, no habrá necesidad de articular proceso alguno. En cualquier caso el debate de si los internamientos deben existir o no es un debate que cae totalmente fuera del Derecho procesal y sobre el que no hay que pronunciarse en consecuencia.

			Desde mi punto de vista, pues, la existencia de unos procesos recogidos en la LEC no sólo no violan el Convención, sino que garantizan los derechos de las personas que se ven arrastradas a una situación de privación de libertad a través del internamiento. Se cumple con ello la obligación de asegurar que estas personas disfrutan del derecho a la libertad y que no se las priva de ella de forma ilegal o arbitraria, tal y como se recoge en la letra b) el artículo 14, antes citado, y tal y como viene recogido en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Fundamentales, que estudiamos en capítulos siguientes.

			VII. PROCESOS E INTERNAMIENTOS

			El tema de nuestro trabajo es pues los procesos de internamiento. En las páginas que siguen formulamos una propuesta que se basa en su estudio de forma autónoma e independiente del proceso de incapacitación. Entendemos que los procedimientos de internamiento tienen entidad suficiente como para ser estudiados por separado. Es cierto que ya son demasiados los que con rango general o especial pueblan nuestra legislación procesal. Comenzar así, hablando de la existencia de otro más, tal vez no sea estratégicamente lo más adecuado para defender su existencia, pero, como vamos a ver, tanto si lo queremos como si no, tanto si utilizamos esta u otra estrategia, lo cierto es que en la LEC existen una serie de actuaciones que se desarrollan ante un Juez que toma unas decisiones que afectan a situaciones reales de la vida y que tienen que ver con aspectos tan importantes para la persona como son la salud o su propia libertad y que esas actuaciones y esos procesos pueden desarrollarse de principio a fin sin necesidad de que la incapacitación tenga que entrar en liza. Tal vez así, desprendiéndolos de todo marco o contexto o de cualquier otra realidad procesal sobre los que poder construir cualquier semejanza, puedan ser reseñadas las líneas fundamentales de su existencia.

			Como vamos a ver, los procesos de internamiento se tramitan, básicamente, a través de los cauces de dos procedimientos diferentes según la urgencia del internamiento. Ambos, como hemos dicho con anterioridad, se limitan a los que se tramitan por vía judicial, ya que los internamientos voluntarios, salvo alguna breve referencia, quedan fuera de nuestro estudio. Vienen recogidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil en el artículo 763 y en toda una serie de artículos concordantes, como pondremos de manifiesto en las páginas que siguen. Pese a que el motivo de urgencia implica algunas diferencias notables entre uno y otro procedimientos, en general, sus peculiaridades y características pueden ser estudiadas de forma común.

			
				
					1 Según los datos del año 2011 publicados por el Ministerio de Sanidad, últimos disponibles a la hora de redactar estas páginas, se produjeron 25.671 ingresos en hospitales de salud mental y toxicomanías. De ellos, 17.281 se produjeron en centros públicos y el resto en centros privados. «Estadística de centros de atención especializada. Hospitales. Resultados del año 2012», Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

				

				
					2 Habitualmente el tema de los internamientos suele formar parte de los estudios sobre la incapacitación, aunque tenga un tratamiento separado. Véase así, por ejemplo, en CHIMENO CANO, M.: Incapacitación, tutela e internamiento del enfermo mental, Cizur Menor, 2003. De otro lado, como decimos, no es la finalidad de este trabajo discutir sobre si el internamiento forzoso debe existir o no ni en qué estados de la persona afectada por el trastorno. Véase, por ejemplo, la posición de FEAFES al respecto, la cual se posiciona en contra del mismo: «FEAFES intervino para mostrar su posicionamiento ante la admisibilidad o no de los internamientos forzosos de personas con enfermedad mental según los planteamientos de la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad. En este marco, y teniendo en cuenta que la Convención propone un modelo social frente a un modelo médico-asistencial, la Confederación lo tiene claro. Y es que los internamientos involuntarios por razón de trastorno psíquico son una medida “que se emplea cuando no se ha realizado tratamiento alguno adecuado para la persona, cuando no se ha ofrecido alternativa de prevención o atención, cuando ha habido una inhibición de los poderes públicos en la provisión de recursos suficientes y adecuados”. Es decir, cuando el sistema ha fallado produciéndose una “conculcación flagrante de los derechos” de las personas, según manifestó Muñoz Escandell.» http://feafes.org/sala-prensa/reflexion-internamiento-forzosos-4607/

				

				
					3 La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, fueron aprobados el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU), adaptada por la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (BOE n.º 184, de 2 de agosto de 2011). Sobre la aplicación de la Convención en España se han emitido varios informes que pueden ser consultados en http://www.convenciondiscapacidad.es/Informes_new.html. El IV informe sobre Derechos Humanos y Discapacidad en España de 2012 dedica todo el apartado 3.1 al Derecho a la libertad y a la seguridad (pp. 158 a 183). En varios de sus párrafos se pide la derogación del artículo 763, esto es, del artículo que regula el proceso que lleva a la autorización judicial de los internamientos.

					Hay que decir que gran parte de los contenidos de dicho informe son de gran valor, recogiéndose aspectos muy importantes, como el derecho a la libertad y el respeto a las personas con discapacidad, dando un paso adelante en aspectos que son claves para estas personas. A lo largo de las veinticinco páginas a que nos referimos se mencionan otros aspectos clave de los procesos de internamiento como la necesidad de tener presente que todo internamiento es una privación de libertad (pp. 160, 161 o 166), las referencias al artículo 14 de la Convención (p. 163), el derecho a un proceso en el que la persona afectada disfrute de las mismas condiciones, derechos y garantías que cualquier otra persona en cualquier otro proceso (p. 163), la necesidad de que toda regulación sobre internamientos se redacte en «términos neutrales en relación con la discapacidad en las leyes pertinentes» (p.164), la necesidad de tener presente la doctrina consolidada en esta materia del Tribunal Constitucional (p. 166), etc. Pero, señalados estos aspectos positivos, en mi opinión, incurre el Informe en algunos errores en relación con el artículo 763, un par de los cuales al menos no pueden considerarse menores.

					El principal de ellos es considerar que el artículo 763 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al parecer, fuente de todos los males, establece y regula la medida de internamiento [«A.E.R. [...] fue sometido a una medida de internamiento involuntario en virtud de lo dispuesto en el artículo 763 de la Ley de Enjuiciamiento Civil» (p. 158); «El artículo 763 LEC, al regular un internamiento no voluntario sin establecer más criterios para su adopción que el hecho de que la persona afectada tenga una discapacidad psicosocial o intelectual supone una clara discriminación por razones de discapacidad» (p.163)», «Por esta razón, parece necesario proceder —tal y como ha recomendado el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y ha señalado el CERMI— a la derogación y/o revisión de este precepto “especial” (sic.) y, en su caso, a la regulación en términos neutrales en relación con la discapacidad en las leyes pertinentes al efecto qué tipo de situaciones puede dar lugar a un internamiento involuntario, estableciendo las garantías pertinentes en cada situación» (p. 164)]. Este planteamiento es, cuando menos, discutible. No se trata sólo de que el mencionado artículo no establece la medida de internamiento, y menos aún de forma obligatoria para cualquier persona que pueda ser considerada como incapaz en el amplísimo concepto del Convenio, es que ni siquiera forma parte de su contenido, como erróneamente se sostiene en el informe. El artículo 763 no regula los internamientos, no establece que haya que internar a las personas en determinadas circunstancias, no es la base legal sobre la que se asienta la decisión de internar a una persona («al regular un internamiento no voluntario sin establecer más criterios para su adopción que el hecho de que la persona afectada tenga una discapacidad psicosocial o intelectual supone una clara discriminación», p. 163 del informe), sino el control judicial que se ha establecido para evitar los internamientos llamados «irregulares» en la terminología de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, esto es: para evitar que se produzca una violación del derecho a la libertad de esa persona. Qué situaciones mentales lleven al internamiento, qué protocolos deban seguir los facultativos de puerta para considerar el internamiento, qué tablas o puntuaciones deban adjudicarse a cada estado mental en aras de determinar la idoneidad del internamiento de un paciente, cuánto debe durar, etc., son aspectos totalmente ajenos al artículo 763. Serán otras normas de carácter médico-sanitario o asistenciales las que establezcan cuándo es posible el internamiento, lo mismo que, en otro orden de cosas, no es la Ley de enjuiciamiento criminal la que establece el internamiento de las personas por la comisión de actos ilícitos, sino las leyes sustantivas penales. La LEC no es una norma de contenidos terapéuticos ni médicos, es una norma procesal dirigida a dar contenido a los procesos civiles. No establece el internamiento de las personas, sino el cauce que el Juez debe seguir para comprobar que nadie es internado violentando las garantías relativas a su libertad. Si lo que se pretende es que no haya internamientos en ningún caso, lo que hay que conseguir es que estos sean proscritos en el seno mismo de la fuente de donde parten, que no es, en ningún caso, el artículo 763. Si el artículo 763 fuera derogado los internamientos seguirían produciéndose ya que desde el ámbito de la Psiquiatría, cuando menos, sigue siendo considerada una medida útil para poder aplicar determinadas terapias.

					El segundo aspecto que merece ser comentado es que parece que los redactores del Informe han elevado lo ocurrido en el caso A. E. R. a la categoría de paradigma de lo que tiene que ser un proceso del artículo 763. Más bien debería ser considerado como ejemplo de lo que no debe ser.

					Junto a los mencionados, el informe contiene otros planteamientos también muy discutibles desde el punto de vista jurídico (identificación de trastorno mental con incapacidad jurídica, error en los planteamientos del objeto de estos procesos, papel más que discutible del Juez como suplantador de la voluntad del que no puede expresar la suya propia, cuando no los propios finalidad y límites de estos procesos), cuyo tratamiento excede de los límites de una nota a pie de página.

					La concepción de los internamientos por razón de trastorno psíquico como medida ha evolucionado enormemente en estos últimos años, tanto desde el punto de vista psiquiátrico como asistencial. La evolución de los trámites que velan por el respeto a la libertad de la persona afectada por el internamiento no ha sido menor, pasando de una situación en la que no eran más que un expediente de jurisdicción voluntaria a la consideración de los mismos como una garantía procesal de su libertad. La cuestión es que siempre que se produzca un internamiento debe existir un control que vele por la legalidad del mismo. Ésa es la función del artículo 763. La existencia de los internamientos, cualquiera que sea su naturaleza, y los requisitos para su determinación pertenecen a otras leyes, no procesales.

					Sobre la posición contraria a la existencia del artículo 763 véase también, por ejemplo, http://www.servimedia.es/Noticias/DetalleNoticia.aspx?seccion=23&id=316566

				

				
					4 Véase, por ejemplo, DÍEZ-PICAZO JIMÉNEZ, I.: Derecho procesal civil. Ejecución forzosa. Procesos especiales, 2.ª ed., Madrid, 2002, p. 432. En un sentido semejante, SÁEZ GONZÁLEZ, J.: «Algunas consideraciones sobre la regulación de los internamientos de enfermos mentales», Justicia 98, tomo I, pp. 262 a 297.

				

				
					5 La modificación legal se produjo con la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor.

				

				
					6 Etimológicamente, fuera de la mente (de–mente).

				

				
					7 La locura, vocablo e idea de los que tratamos de alejarnos conscientemente, es definida en nuestro diccionario de la RAE como privación de juicio o uso de razón. Es evidente que las personas que sufren anorexia pueden padecer determinados trastornos, pero no necesariamente esa pérdida de razón que conlleva pérdida del gobierno de la persona y de su patrimonio necesaria para incapacitar a una persona. Véase en http://buscon.rae.es/draeI/, s. v. locura.

				

				
					8 Ejemplo habitual de ello lo ofrece Thomas SZASZ en su libro El mito de la enfermedad mental y La fabricación de la locura: un estudio comparativo de la inquisición con el movimiento de salud mental, Kairos, 4.ª ed.; y, en general los autores de la llamada Antipsiquiatría.

				

				
					9 Los internamientos, como puede suponerse, pueden ser clasificados atendiendo a criterios muy diferentes. Por ejemplo, en la Resolución del Servicio Andaluz de Salud, SC 261/2002, de 26 de diciembre, de Atención de Urgencias, Traslados e Ingresos de Pacientes Psiquiátricos, en su artículo tercero y siguientes se distingue entre ingreso voluntario ordinarios (programado), ingreso voluntario urgente (no programado), ingreso involuntario ordinario (programado) e ingreso voluntario urgente (no programado). En nuestro trabajo, sea cual fuere la clasificación que pueda adoptarse sólo nos importan los internamientos forzosos, tanto si son urgentes como si no lo son, que impliquen estancia en un lugar cerrado del que no pueden salir libremente los internados.

				

				
					10 Aunque ambos adjetivos se usan como sinónimos en realidad vendrían a describir situaciones diferentes ya que el internamiento involuntario sería el que se produce en ausencia de voluntad del afectado, mientras que el internamiento forzoso ocurriría en los supuestos en los que el afectado se opone al mismo. En cualquier caso, en este trabajo utilizamos los dos indistintamente. 

				

				
					11 El artículo 760 de la LEC en su número 1 dice: «La sentencia que declare la incapacitación determinará la extensión y los límites de ésta, así como el régimen de tutela o guarda a que haya de quedar sometido el incapacitado, y se pronunciará, en su caso, sobre la necesidad de internamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 763.»

				

				
					12 En adelante, el término artículo cuando se menciona entre paréntesis se indica como art.

				

				
					13 LACRUZ BERDEJO, J. et al.: Elementos de Derecho Civil, 5.ª ed. revisada por DELGADO ECHEVARRÍA, J., Madrid, 2008, p. 162.

				

				
					14 ALBADALEJO, M. y DÍAZ ALABART, S.: Derecho civil, I, Madrid, 2009, p. 250.

				

				
					15 GETE-ALONSO, M. C.: Manual de Derecho Civil I, VVAA, Madrid, 1995, p. 187.

				

				
					16 VALPUESTA, M. R.: Derecho civil. Parte general, Valencia, 1997, p. 191.

				

				
					17 Ibidem, p. 192.

				

				
					18 RUEDA NEGRI, J. M.: «Mecanismos de sustitución de la voluntad del enfermo mental. Los internamientos», FADIDEM, Córdoba, 1996, p. 206.

				

				
					19 Artículo 762 de la LEC: «1. Cuando el tribunal competente tenga conocimiento de la existencia de posible causa de incapacitación en una persona, adoptará de oficio las medidas que estime necesarias para la adecuada protección del presunto incapaz o de su patrimonio y pondrá el hecho en conocimiento del Ministerio Fiscal para que promueva, si lo estima procedente, la incapacitación.

					»2. El Ministerio Fiscal podrá también, en cuanto tenga conocimiento de la existencia de posible causa de incapacitación de una persona, solicitar del tribunal la inmediata adopción de las medidas a que se refiere el apartado anterior.

					»Las mismas medidas podrán adoptarse, de oficio o a instancia de parte, en cualquier estado del procedimiento de incapacitación.

					»3. Como regla, las medidas a que se refieren los apartados anteriores se acordarán previa audiencia de las personas afectadas. Para ello será de aplicación lo dispuesto en los artículos 734, 735 y 736 de esta Ley.»

				

				
					20 «[...] parece que se ha caído en una relativa confusión entre causas de internamiento y causas de incapacitación. Ambas cosas pueden ser coincidentes, pero no necesariamente ha de ser siempre así. El hecho de estar incapacitado no legitima por sí mismo el internamiento (como prueba con claridad el artículo 271, 1); ni el internamiento determina automáticamente la incapacitación (que sólo se refiere a las causas contenidas en el artículo 200). Puede haber coincidencia entre causa de incapacitación y causa de internamiento; pero no siempre es así; conceptualmente estamos en presencia de dos planos distintos.» PÉREZ ALGAR, F.: Estudios sobre incapacitación e instituciones cautelares, IZQUIERDO TOLSADA, M., et al., Madrid, 1978, p. 102.

				

				
					21 Ley 13/1983, de 24 de octubre, de reforma del Código Civil en materia de tutela (BOE n.º 256, de 26 de octubre de 1983).

				

				
					22 Todavía hoy, quince años después de la aprobación de la LEC del año 2000, podemos encontrar en la red trabajos, artículos, entradas que se refieren al «internamiento de incapaces», en el sentido más tradicional de la expresión, tal cual si fuera el único supuesto en el que puede procederse al internamiento de una persona. Otro ejemplo lo podemos encontrar en la STC 141/2012, de 2 de julio, en cuyo hecho 2 recoge lo siguiente: «a) Con fecha 2 de mayo de 2007, el Director del Hospital Universitario de San Cecilio de la ciudad de Granada, perteneciente a la red sanitaria del Servicio Andaluz de Salud, remitió comunicación “a efectos del cumplimiento del artículo 211 de la Ley 13/1983 (RCL 1983, 2298)”, dirigida al “Ilmo. Sr. Juez de Primera Instancia”, en la cual se limita a informar del ingreso por vía de urgencia del aquí recurrente en amparo, de quien se dice presenta un diagnóstico de “trastorno bipolar, por lo que ha sido sometido al siguiente tratamiento desde el momento de su ingreso: narcoléptico, previéndose que necesitará continuar con el siguiente: el mismo. Habiendo comprobado la necesidad de continuar la hospitalización, solicitamos a V. I. la autorización pertinente”. Excepto las palabras “trastorno bipolar”, “narcolépticos” y “el mismo”, el resto es un texto preimpreso con renglones en blanco rellenados.» Obsérvese la fecha en que se remite por el hospital la comunicación del ingreso (2007), seis años después de la entrada en vigor de la actualmente vigente LEC, que ha venido a derogar todo el sistema anterior.

				

				
					23 Al menos las siguientes normas contienen modificaciones al Decreto de 3 de julio de 1931: la Ley de Vagos y Maleantes de 4 de agosto de 1933 (sustituida posteriormente por la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social de 4 de agosto de 1970, modificada a su vez por la Ley 77/1978, de 28 de noviembre; véanse particularmente los artículos 3 y 5 que aluden a las consecuencias de la enfermedad mental), el Decreto de 24 de mayo de 1943, sobre Dispensarios de Higiene mental, la Ley de Sanidad Nacional de 25 de noviembre de 1944 y la Ley de Hospitales de 21 de julio de 1967. 

				

				
					24 El tenor completo del artículo era el siguiente: «Artículo 211. El internamiento de un presunto incapaz requerirá la previa autorización judicial, salvo que, razones de urgencia hiciesen necesaria la inmediata adopción de tal medida, de la que se dará cuenta cuanto antes al Juez, y, en todo caso, dentro del plazo de veinticuatro horas.

					»El Juez, tras examinar a la persona y oír el dictamen de un facultativo por él designado, concederá o denegará la autorización y pondrá los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal, a los efectos prevenidos en el artículo 203. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 269.4, el Juez, de oficio, recavará información sobre la necesidad de proseguir el internamiento, cuando lo crea pertinente, y, en todo caso, cada seis meses, en forma igual a la prevista en el párrafo anterior, y acordará lo procedente sobre la continuación o no de internamiento.»

				

				
					25 «Artículo 202. Corresponde promover la declaración al cónyuge o descendientes y, en defecto de éstos, a los ascendientes o hermanos del presunto incapaz.»

				

				
					26 Sobre esas situaciones absurdas puede verse SÁEZ GONZÁLEZ, J.: Algunas consideraciones..., op. cit., pp. 262-297.

				

				
					27 La LO 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor, vino a modificar algunos preceptos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. El tenor literal del párrafo primero del artículo 211 quedó redactado del siguiente modo: «El internamiento por razón de trastorno psíquico, de una persona que no esté en condiciones de decidirlo por sí, aunque esté sometida a la patria potestad, requerirá autorización judicial. Esta será previa al internamiento, salvo que razones de urgencia hiciesen necesaria la inmediata adopción de la medida, de la que se dará cuenta cuanto antes al Juez y, en todo caso, dentro del plazo de veinticuatro horas. El internamiento de menores, se realizará en todo caso en un establecimiento de salud mental adecuado a su edad, previo informe de los servicios de asistencia al menor.»

				

				
					28 Artículo 17.1 CE: «Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.»

					Artículo 81.1 CE: «Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución.»

				

				
					29 Refiriéndose a la STC 129/1999, leemos en el FJ 2 de la STC 132/2010: «Del mismo modo, es preciso recordar que la duda de constitucionalidad que debemos resolver ha sido ya respondida en la STC 129/1999, de 1 de julio, que resolvió la cuestión planteada por el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 6 de Orihuela (Alicante), en relación con el artículo 211, párrafo segundo, del Código Civil, en la redacción dada por la Ley 13/1983, de 24 de octubre, de reforma del Código Civil en materia de tutela.»

					Señalamos en aquella ocasión que «la garantía de la libertad personal establecida en el artículo 17.1 de la Constitución alcanza, desde luego, a quienes son objeto de la decisión judicial de internamiento a que se refiere el artículo 211 del Código Civil. Es, en efecto, doctrina de este Tribunal que dentro de los casos y formas mencionados en el artículo 17.1 “ha de considerarse incluida [...] la ‘detención regular... de un enajenado’, a la que se refiere el artículo 5.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos” (STC 104/1990, fundamento jurídico 2). En tanto que constitutiva de una privación de libertad, es obvio que la decisión de internamiento sólo puede ser acordada judicialmente y que, en lo que aquí importa, el precepto que la hace posible sólo puede ser una ley orgánica, pues, dada su condición de norma que fija uno de los casos en que una persona puede ser privada de libertad, concurre al desarrollo del derecho fundamental garantizado en el artículo 17.1 (STC 140/1986)» (FJ 2).

					Sin embargo, esta Sentencia no consideró necesaria la forma de ley orgánica para el artículo cuestionado (art. 211, párrafo segundo, del Código Civil, en la redacción dada al mismo por la Ley 13/1983, de 24 de octubre) por cuanto éste se refería a reglas procedimentales para la conformación de la decisión judicial de internamiento. Según esta doctrina, la exigencia de ley orgánica se circunscribe a «la norma que en nuestro Derecho permite el internamiento de personas que padezcan trastornos psíquicos» (STC 129/1999, FJ 2).

				

				
					30 Ibidem FJ 3: «Estamos, por consiguiente, en presencia de una vulneración de la Constitución que sólo el legislador puede remediar; razón por la que resulta obligado instar al mismo para que, a la mayor brevedad posible, proceda a regular la medida de internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico mediante ley orgánica.»

				

				
					31 Párrafo primero del Preámbulo de la Ley 26/2001, de 1 de agosto, de adaptación normativa de la Convención Internacional sobre los Derecho de las Personas con Discapacidad (BOE n.º 184, de 2 de agosto de 2011).

				

				
					32 Por ejemplo, el apartado b) del número 1 del artículo 4 que recoge las obligaciones para los Estados Partes, entre las que se establece la de «tomar las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad».

				

				
					33 Desde estas primeras páginas conviene dejar constancia de algo realmente importante, reiterándonos en todo lo expuesto en la nota a pie de página número 3 de este trabajo. Frente a lo que en alguna ocasión se ha interpretado el proceso del artículo 763 no es la causa de los internamientos psiquiátricos. Estos existen porque en el actual estado de la Medicina Psiquiátrica se conciben como un medio de atención al enfermo mental, pero no existe ninguna norma procesal que ordene el internamiento por razón de trastorno psíquico. Los procesos recogidos en la LEC no son sino el cauce que garantiza que tales internamientos se producen respetando los derechos fundamentales de la persona. De ahí que llame la atención algunas noticias en este sentido: «El Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (Cermi) ha reclamado al Ministerio de Justicia la desaparición del ordenamiento jurídico de los procedimientos judiciales de internamiento forzoso por razón de trastorno psíquico, ya que insiste en que no son compatibles con el derecho humano fundamental a la libertad de las personas con discapacidad. El Cermi asegura que la posibilidad de internar sin su consentimiento a una persona por razones de “trastorno psíquico”, prevista en la Ley de Enjuiciamiento Civil, es contraria a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, firmada y ratificada por España, “por lo que debe ser desterrada de nuestro proceso civil”.» http://www.servimedia.es/Noticias/DetalleNoticia.aspx?seccion=23&id=316566

				

				
					34 En la letra e) del Preámbulo se puede leer: «e) Reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreas debidas a la actitud y al entrono que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.»

				

				
					35 Uno de los principios recogidos en la expresada Convención es el de mínima intervención judicial. Este principio ha de ser puesto dentro del contexto internacional al que va dirigida la Convención. Hay países en los que el menor delincuente es tratado exactamente igual que el delincuente adulto, de tal modo que, una forma de expresar el diferenciación de trato entre unos y otros sea alejar al menor de los procesos penales. En el caso español existe ciertamente un proceso de menores, pero notablemente distinto al proceso de adultos: instrucción por el Ministerio Fiscal, aplicación del principio de oportunidad, sustitución de las penas por medidas, flexibilidad en la aplicación de las medidas, intervención de los padres en el proceso, creación de un equipo técnico con funciones hoy por hoy únicas en el ámbito de los procesos penales, etc.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO II

			¿EXISTE REALMENTE UN JUICIO DE INTERNAMIENTO POR RAZÓN DE TRASTORNO PSÍQUICO?

			SUMARIO: I. ¿DEPENDEN LOS TRÁMITES DE INTERNAMIENTO DE LOS PROCESOS SOBRE LA CAPACIDAD DE LAS PERSONAS? 1. La dependencia del proceso de internamiento del proceso de incapacitación. A) El enfoque tradicional. B) Argumentos a favor de la dependencia en la legislación vigente. 2. Análisis de los anteriores argumentos. A) Las referencias del artículo 763 al procedimiento de incapacitación. B) Alcance del análisis sistemático. C) El artículo 749 de la LEC. D) El peso de la tradición. II. INTERNAMIENTOS Y JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. III. GÉNESIS DE LA NUEVA REGULACIÓN. IV. CONTENIDOS DEL PROCESO DE INTERNAMIENTOS EN LA LEC. 1. Contenidos del artículo 763. 2. Otros artículos de la LEC. 3. ¿Un juicio verbal? V. ¿SE PUEDE UTILIZAR UN PROCESO DE INCAPACITACIÓN PARA INTERNAR A UNA PERSONA? VI. ¿SERÍA DE APLICACIÓN EL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 249.1.2.º DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL?

			I. ¿DEPENDEN LOS TRÁMITES DE INTERNAMIENTO DE LOS PROCESOS SOBRE LA CAPACIDAD DE LAS PERSONAS?

			¿Existe realmente un juicio de internamiento? ¿En qué medida es posible utilizar esta expresión de juicio de internamiento en el sentido habitual que damos, por ejemplo, al proceso de divorcio, al proceso monitorio o al juicio verbal? Tradicionalmente se ha venido considerando que los trámites forzosos de internamiento, o bien formaban parte de los procesos de incapacitación (ya como medidas cautelares, ya como trámites integrados en los mismos procedimientos sobre la capacidad de las personas) o bien se incluían entre los de la jurisdicción voluntaria1. En uno y otro casos se trataría de procedimientos a los que se vincularían o entre los que se integrarían las actuaciones relativas a los internamientos forzosos; de ahí que el primer paso a la hora de examinar si realmente existe un procedimiento autónomo para los internamientos por razón de trastorno psíquico sea ver qué relación de dependencia pueda existir entre éstos y aquéllos.

			1. DEPENDENCIA DEL PROCESO DE INTERNAMIENTO DEL PROCESO DE INCAPACITACIÓN


			A) El enfoque tradicional

			Tradicionalmente, según se ha dicho, los internamientos han sido vistos como una parte de los procesos de incapacitación. Las posturas de quienes sostienen que los trámites de internamiento son una especie «apéndice cautelar» o un trámite más de los procesos sobre la capacidad de las personas tienen su base legal más reciente en la regulación que sobre el tema estuvo vigente desde 1983 (año en que se reformó el Código Civil en materia de tutela) hasta la entrada en vigor en el año 2001 de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil. Como hemos visto en el capítulo anterior, la redacción que se dio entonces a los artículos 211 y 203 del Código Civil, así como el tenor del apartado dos del artículo segundo de la Ley 13/1983 fueron determinantes para consolidar esta opinión2.

			El primero de los artículos citados, el 211, regulaba los trámites de internamiento forzoso refiriéndose sólo, específica y literalmente a «presuntos incapaces», ignorando los supuestos de personas que no requerían incapacitación. El segundo, el artículo 203, recogía la obligación de iniciar los trámites de incapacitación por el Ministerio Fiscal de todo internado por vía forzosa en caso de que los familiares legitimados al efecto no lo hicieran3. Todo internado por vía forzosa debía ser también incapacitado o, al menos, sufrir el proceso correspondiente. Por su parte, el apartado dos del artículo segundo de la Ley 13/1983 mencionada vino a derogar la legislación anterior sobre internamientos, recogida en el Decreto de 3 de julio de 1931 de asistencia a enfermos mentales, y con él las normas que de un modo u otro lo fueron modificando. De ese modo y desde aquel momento la legislación sobre internamientos quedó reducida únicamente a la de los internamientos psiquiátricos forzosos de incapaces o presuntos incapaces, quedando fuera los demás supuestos4. Habría que esperar, primero, a la Ley General de Sanidad de 1986 para encontrar una base legal para los internamientos voluntarios; posteriormente, a la Ley Orgánica 1/1996, de protección jurídica del menor, para incluir dentro de los trámites de internamientos a capaces e incapaces y, finalmente, a la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 para volver a encontrar una regulación de conjunto de todos los internamientos forzosos. Pese a que el período que va de 1983 a 1996, trece años, no es demasiado largo, los conceptos de incapacitación e internamiento quedaron tan ligados socialmente que se asentó la opinión de que todo internamiento forzoso por motivos psiquiátricos obligaba a un proceso de incapacitación, de tal modo que no habría uno sin otro. Esta visión todavía hoy puede ser encontrada en el ámbito popular, cuando no, incluso, entre algunos profesionales de servicios públicos ligados a este tipo de actuaciones. El pasado ciertamente sigue teniendo bastante peso en las opiniones actuales, pero, además, hay otros argumentos que sirven de apoyo a quienes entienden que existe una supeditación de los procedimientos de internamiento a los de incapacitación. Veámoslos.

			B) Argumentos a favor de la dependencia en la legislación vigente

			El primer argumento a favor de la vinculación entre incapacitación e internamiento parece deducirse de la misma redacción de las normas que actualmente regulan los trámites de internamiento, refiriéndonos en primer lugar al artículo 763 de la LEC, norma específica que regula los internamientos. En este artículo se hacen dos remisiones al proceso de incapacitación. La primera se encuentra en el párrafo tercero de su número 1 en la que se establece que «Dicho tribunal deberá actuar, en su caso, conforme a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 757 de la presente Ley», esto es, deberá poner en conocimiento del Ministerio Fiscal posibles causas de incapacitación, obviamente, a fin de iniciar la posible demanda de incapacitación. Esta remisión no sólo conecta los procedimientos de internamiento y de incapacitación por el hecho de vincular el internamiento con la incapacitación; es que, además, parece implicar la vigencia de los contenidos de los derogados artículos 203 y 211 del CC. Diríase que aquellos dos preceptos (arts. 763 y 757) no son sino la traslación del tenor de los antiguos artículos del CC a la nueva Ley de Enjuiciamiento5.

			El segundo argumento se halla al final del párrafo único del número 3, el cual se remite al artículo 758 al señalar que en todas las actuaciones relacionadas con los internamientos el afectado por la medida podrá valerse de la representación y defensa que se estipulan para los casos de incapacitación, lo que da a entender que realmente nos encontramos ante el mismo proceso, ya que si se puede utilizar la representación y defensa prevista para el proceso de incapacitación sería legítimo entender que ello se debe al hecho de que nos encontramos ante un mismo proceso.

			A los contenidos de los artículos 763 y 757 hay que añadir el tenor del artículo 760 que recoge los contenidos de la sentencia de los procedimientos de incapacitación. Su número 1 dispone que la sentencia que la declare determinará su extensión y límites, así como el régimen de tutela o guarda a que haya de quedar sometido el incapacitado, «y se pronunciará, en su caso, sobre la necesidad de internamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 763». No cabe duda de que este es otro argumento a tener en cuenta a la hora de considerar los trámites de internamientos como un aspecto más de la incapacitación6.

			6Por otra parte, desde el punto de vista sistemático, un simple repaso de los índices de los contenidos de la legislación procesal civil vigente nos muestra la ausencia en la misma de esas unidades temáticas legislativas que constituyen títulos, capítulos, secciones, apartados o epígrafes, dedicadas a una regulación sistemática de juicios, procesos o procedimientos de internamiento por enfermedad mental, trastorno psíquico o por alguna otra causa semejante. En la nueva LEC no hallamos apartado específico alguno que se dedique a la regulación de los juicios para el internamiento por razón de trastorno psíquico. Sólo encontraremos un artículo dedicado a estos procedimientos, ciertamente extenso, pero un artículo al fin y al cabo, situado dentro del capítulo en el que se regulan, precisamente, los procesos sobre la capacidad de las personas. Se trata del ya citado artículo 763, cuya rúbrica es «Internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico».

			Finalmente, otro argumento en favor de la vinculación del internamiento con el proceso de incapacitación puede encontrarse en el artículo 749. Este artículo habla de la intervención del Ministerio Fiscal en algunos procedimientos recogidos en el mismo título en el que se regulan, entre otros, tanto los trámites de internamiento, como los procesos de incapacitación. Se enumeran los procesos en los que debe intervenir de forma obligatoria el Ministerio Fiscal, «aunque no haya sido promotor de los mismos ni deba, conforme a la Ley, asumir la defensa de alguna de las partes»7. Estos procesos son los de incapacitación, nulidad matrimonial y en los de determinación e impugnación de la filiación. Es evidente que en los procesos de internamiento se ven afectados algunos derechos que justifican plenamente la intervención del Ministerio Fiscal, sin embargo, la LEC no los incluye con lo que las conclusiones a las que parece que podemos llegar son dos: o bien el legislador no considera necesaria la presencia del Ministerio Fiscal en los casos de internamiento, lo que parece una incongruencia, o bien entiende que los internamientos quedan ya incluidos dentro de los procedimientos de incapacitación y, en consecuencia, no es preciso hacer mención a su presencia en aquéllos.

			En resumen, todos estos argumentos pueden servir para fundamentar la opinión de que los procesos de internamiento no serían sino unos trámites más de los procesos sobre la capacidad de las personas. Tanto la estructura del Capítulo II en el que se recogen los procedimientos de incapacitación y los trámites de internamiento, como las remisiones y la propia redacción de los artículos mencionados ofrecen una imagen de dependencia, de clientelismo, en la medida en que las actuaciones o situaciones que en estos artículos se recogen muestran estrechos vínculos entre uno y otro procedimientos. Prima facie, todo cuanto hemos dicho apunta en una dirección que nos lleva a pensar que efectivamente los internamientos no serían más que un apéndice o un elemento más de los juicios de incapacitación. De antemano, pues, no parece que carezcan de base las opiniones de quienes conciben estos trámites de internamiento como integrantes de los procedimientos sobre la capacidad de las personas.

			2. ANÁLISIS DE LOS ANTERIORES ARGUMENTOS


			A) Las referencias del artículo 763 al procedimiento de incapacitación

			Un examen más detenido de los argumentos del apartado anterior nos lleva a interpretaciones y conclusiones diferentes. Hablemos en primer lugar de las remisiones que encontramos en el artículo 763. Como hemos dicho, son dos. La primera de ellas nos lleva al artículo 758 y la segunda al apartado 3 del artículo 757. Tanto una como otra son de naturaleza distinta a las que se contenían en los artículos derogados del Código Civil.

			Comenzando por la primera de ellas, hay que decir que el artículo 758 no implica realmente ninguna vinculación, en cuanto al fondo o al derecho material o a la dependencia, de los internamientos con la incapacitación ya que la remisión que se hace desde el artículo 763 literalmente dice: «En todas las actuaciones, la persona afectada por la medida de internamiento podrá disponer de representación y defensa en los términos señalados en el artículo 758 de esta Ley, esto es, con su propia defensa y representación.» Se trata, como se ve, de una mera referencia usada de forma habitual en la técnica legislativa a fin de evitar repeticiones innecesarias y sin la mayor transcendencia a los efectos de vincular una y otra tutelas judiciales. En vez de establecerse de forma literal que el que va a ser o ha sido internado pueda valerse de Abogado y de procurador se dice simplemente que tendrá la misma representación y defensa que en los supuestos de incapacitación. Ciertamente, la previsión legal que comentamos no deja de tener interés en aquellos supuestos en los que la incapacitación y el internamiento se solicitan al mismo tiempo, de modo que queda claro que en ambos procesos se pueden valer los ciudadanos de Abogado y de Procurador; es más, que pueden ser los mismos. Sin embargo, desde mi punto de vista, no pasa de ser una mera conexión que en modo alguno permite deducir que los procedimientos de internamiento queden supeditados a los de incapacitación.

			La remisión al artículo 757 parece más sólida. Según el artículo 763 el tribunal que autorice el internamiento por vía de urgencia «deberá actuar, en su caso, conforme a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 757 de la presente Ley». Este artículo, a su vez, establece que las «autoridades y funcionarios públicos que, por razón de sus cargos, conocieran la existencia de una posible causa de incapacitación en una persona, deberán ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal». Finalmente el número 2 de este mismo artículo 757 dice: «El Ministerio Fiscal deberá promover la incapacitación si las personas mencionadas en el apartado anterior (cónyuge, ascendientes, etc.) no existieran o no la hubieran solicitado.» En este caso, a diferencia de lo que veíamos en el párrafo anterior, ya no se trata de un precepto que se remite a otro en aras del principio de economía legislativa. Se trata, aparentemente, de toda una vinculación en regla entre los trámites de internamiento y los procesos sobre la capacidad de las personas, reproduciendo la situación creada en el CC a raíz de la Ley 13/1983. No es así.

			Hay que tener en cuenta que cuando los artículos 211 y 203 fueron redactados en 1983 se produjo una situación muy peculiar en la que en definitiva se vino a regular el internamiento sólo de los presuntos incapaces. Otra cosa distinta es que, derogados los cauces para proceder a los internamientos de personas que no tenían que ser incapacitadas se acudiera a estos trámites para conseguir la necesaria autorización judicial. Recordemos que originalmente el artículo 211 comenzaba diciendo «El internamiento de un presunto incapaz…». Sería la LO 1/1996 la que modificaría este artículo 211 de modo que a partir de su reforma el inicio de su tenor fue «El internamiento por razón de trastorno psíquico…». Recordemos también que la Ley 13/1983, que es la que modifica el Código Civil y la que contiene la versión original del artículo 211, derogó toda la normativa vigente en ese momento sobre internamientos psiquiátricos, dejando huérfanos de procedimiento los casos relacionados con personas no necesitadas de incapacitación. La situación en nuestros días es otra, puesto que la nueva LEC ampara todos los supuestos de internamiento forzoso, ya sean de personas que precisen ser incapacitadas como de personas que no lo requieran.

			Es por esto último que acabamos de decir por lo que cobran gran valor un par de expresiones recogidas en la norma. La primera está en el artículo 763 cuando dice que el tribunal que autorice el internamiento por vía de urgencia deberá actuar, «en su caso», conforme a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 757 de la presente Ley8. Dice «en su caso», esto es, no en todos los supuestos, sino tan sólo cuando proceda, y ello sólo ocurre cuando el internamiento afecta a un persona presuntamente incapaz. En los otros casos, no. Esta expresión no existía en la redacción original del artículo 211, sino que categóricamente establecía que el tribunal «pondrá los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal». A su vez, en el artículo 757.3 se establece la obligación de comunicar al Ministerio Fiscal tanto por particulares como por autoridades y funcionarios los hechos «que puedan ser» determinantes de la incapacitación9. Obsérvese que aquí tampoco se habla de todos los casos, sino sólo de «los que puedan» determinar la incapacitación de la persona. De la conexión de ambas expresiones se deduce con toda claridad que en la legislación actual el tribunal que autoriza el internamiento tendrá que informar al Ministerio Fiscal de la posible conveniencia de incapacitar al internado sólo en los supuestos en los que pueda haber causa de incapacitación, no en los demás como ocurría antiguamente10.

			Es en esta misma dirección en la que hay que plantear la reflexión sobre los contenidos del número 1 del artículo 760 en el que se prevé que la sentencia de incapacitación puede tener un pronunciamiento sobre el internamiento del demandado. «La sentencia que declare la incapacitación […] […] se pronunciará, en su caso, sobre la necesidad de internamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 763.» Una vez más la expresión «en su caso» viene a determinar que no tendrá que haber un pronunciamiento de internamiento en todos los supuestos, sino sólo cuando, además de enjuiciarse la capacidad de la persona se autorice su internamiento11.

			Podría muy bien entenderse que la expresión que comentamos, «en su caso», lo que contempla es la posibilidad de que una sentencia recoja ambos fallos. Dicho de otro modo, parece claro que la ley, tanto el Código Civil como la Ley de Enjuiciamiento, entienden que la declaración de incapacitación no tiene por qué incluir una autorización de internamiento; puede ocurrir, sin embargo, que la persona a incapacitar requiera también internamiento. Este precepto lo que vendría a decir es que en estos casos el mismo procedimiento de incapacitación engloba tanto esta como el internamiento. Este supuesto admite dos interpretaciones diferentes. Una cosa sería decir que el procedimiento de incapacitación incluye, engloba, suplanta los trámites de internamiento en todos los supuestos y otra, muy distinta, sería que dos procesos que tienen objetos diferentes puedan acumularse, bien porque desde el comienzo se ha solicitado una acumulación de pretensiones, incluyendo en la demanda una petición de incapacitación y otra de internamiento, bien porque en aras de la economía procesal se haya procedido a acumular dos procesos diferentes, cada uno con su propia pretensión. En los casos de acumulación evidentemente el fallo contendrá diversos pronunciamientos. La expresión con que concluye el precepto que comentamos, «sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 763», sirve de apoyo a esta segunda interpretación al indicarnos que habrá trámites que vayan más allá y amparen otras situaciones que aquellas para las que está previsto el procedimiento de incapacitación.

			En mi opinión, el número 1 del artículo 760 lo que hace es responder al hecho de que en la realidad diaria incapacitación e internamiento son medidas que obedecen al estado de la persona que se encuentra en determinadas situaciones de falta de salud mental y, por tanto, la conveniencia de que una y otra se tramiten a la par de modo que el fallo abarque en sus pronunciamientos las medidas de defensa necesaria para el gobierno y la salud del afectado. Sin embargo, de ello no se puede deducir necesariamente que tengamos que entender que el procedimiento de internamiento no es más que otro aspecto o contenido de los procedimientos sobre la capacidad de las personas, quedando siempre a salvo la entidad y la independencia de uno y de otro.

			B) Alcance del análisis sistemático

			Veamos a continuación lo que da de sí el examen sistemático. Es cierto que no existen unidades temáticas dentro de la LEC dedicadas en exclusiva a regular los procesos de internamiento. A tal fin sólo existe un artículo encastrado dentro del capítulo en el que se recogen los procedimientos sobre la capacidad de las personas. Desde un punto de vista sistemático no es suficiente con que un artículo esté ubicado en un título o en un capítulo para concluir que lo regulado en ese artículo forme parte del conjunto en el que se encuentra situado. Debe haber alguna conexión de modo que pueda entenderse que realmente forma parte o tiene que ver con el resto de las previsiones normativas recogidas en ese capítulo o título. En el caso que estudiamos lo único que existe es una ubicación legal. Los contenidos del artículo 763, como vamos a ver en el apartado IV de este capítulo, difieren netamente de los correspondientes a los procesos sobre la capacidad de las personas. No se puede considerar que existan nexos o vinculaciones que impliquen verdaderamente una supeditación o una dependencia del juicio de internamientos a los procedimientos sobre la capacidad de las personas. La única conexión que existe entre uno y otro se limita a los supuestos en los que realmente el internado está necesitado de incapacitación o, si se prefiere, aquellos otros en los que el que va a ser declarado incapaz precise también ser internado. Sensu contrario, lo que se puede comprobar es que estos supuestos no agotan los casos en los que puede ser de aplicación el juicio de internamientos. Ya hemos visto que las dos remisiones al proceso de incapacitación no alteran para nada la entidad de los procedimientos de internamiento.

			Por otra parte, no deja de ser ilustrativo que en el artículo 76212 no haya ni una sola mención, ni directa ni indirecta, a los internamientos. Este dato es particularmente importante porque en el mismo se recogen las medidas cautelares de los procedimientos de incapacitación. Resulta muy clarificador el hecho de que en el artículo en que se regulan las medidas cautelares de los procedimientos sobre la capacidad de las personas no haya ni una sola referencia a los internamientos. De haber tenido el legislador intención de que el internamiento fuera una medida cautelar de la incapacitación, este hubiera sido el precepto idóneo donde ubicar si quiera una mínima referencia al mismo. No hacerlo despeja todas las vacilaciones que aún pudiera haber sobre la independencia de los internamientos con respecto a la incapacitación y el cambio del tratamiento legislativo sobre el tema con respecto la regulación de 1983, si es que todavía quedaba alguna duda.

			C) El artículo 749 de la LEC

			En cuanto a los argumentos derivados de la presencia del Ministerio Fiscal en estos procesos, según veíamos páginas atrás, el artículo 749 se refiere a la presencia del Ministerio Fiscal en los procesos de incapacitación, nulidad matrimonial y en los de determinación e impugnación de la filiación, pero no en los de internamiento13. Teniendo en cuenta que el legislador es consciente de que en los supuestos de internamiento es la libertad de la persona lo que constituye su objeto procesal, resulta extraño que no se mencione su presencia como parte en los mismos. La respuesta primera parece simple: ¿para qué mencionar al Ministerio Fiscal como parte en estos procesos, cuando ya se ha hecho mención de la misma en los procesos sobre la capacidad de las personas? Sin embargo, la conclusión no resulta tan obvia como podría parecer. El propio artículo 763 hace una mención a la intervención del Ministerio Fiscal en los casos de internamiento. El papel que menciona específicamente la LEC parece ser el de «informante», toda vez que el mencionado precepto establece que el Juez «oirá al Fiscal». Con independencia de cuál deba ser el papel del Ministerio Público en estos procesos, tema del que nos ocuparemos más adelante, no cabe duda de que la LEC indica un rol que, inicialmente al menos, ya difiere del que juega en los casos de incapacitación. La conclusión, pues, no puede ser otra que la de entenderse que la falta de mención de los casos de internamiento en el tenor del artículo 749 en los que el Fiscal interviene como parte no puede ser empleada como argumento a favor de la dependencia de estos procesos de los de incapacitación.

			D) El peso de la tradición

			Finalmente, sobre la difusión que todavía hoy tiene en la sociedad en general la opinión de que el internamiento por motivo psíquico está necesariamente ligado a un proceso de incapacitación poco se puede decir, salvo que, como vamos a ver en los párrafos que siguen, la legislación ha cambiado y los presupuestos ya no son los mismos que en los años ochenta del siglo pasado. En consecuencia esta opinión ha perdido la base sobre la que se ha sustentó décadas atrás y no puede seguir siendo sostenida.

			II. INTERNAMIENTOS Y JURISDICCIÓN VOLUNTARIA14


			En segundo lugar debemos examinar qué dependencia pueden tener los trámites de internamiento con la jurisdicción voluntaria. Sigue teniendo cierta difusión la opinión de que las tramitaciones de internamiento pertenecen al ámbito de la jurisdicción voluntaria15. Al igual que en el caso anterior en el que veíamos cómo la opinión existente años atrás, vinculando internamientos y capacidad de las personas, tenían unos fundamentos legales, también en este caso es en la ley donde encontramos el origen, la explicación y la causa de esta opinión. En efecto, la disposición adicional de la ya reiteradamente citada Ley 13/1983, de 24 de octubre, de reforma del Código Civil en materia de tutela establecía que

			Entre tanto no se proceda a regular de otra manera en la Ley de Enjuiciamiento Civil serán aplicables al procedimiento de incapacitación y al de declaración de prodigalidad las normas del juicio declarativo de menor cuantía, no admitiéndose el allanamiento a la demanda ni la transacción. Los demás procedimientos derivados de los Títulos IX y X del Libro I del Código Civil se tramitarán por las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil sobre jurisdicción voluntaria.

			Entre los procedimientos de los títulos que se citan estaban, evidentemente, los relativos al internamiento de las personas. Como puede comprobarse, en este caso la atribución era clara y directa. La Ley ciertamente no decía que los procedimientos de internamiento compartieran la misma naturaleza que los de la jurisdicción voluntaria. Tan sólo sostenía que entre tanto no se procediera a regular de otra manera en la Ley de Enjuiciamiento Civil, los internamientos se tramitarían siguiendo las disposiciones de la jurisdicción voluntaria.
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